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En el artículo 29 del proyecto publicado en la Gaceta 1300 se dice: “1. Reconocimiento de 
la dignidad humana. Quien intervenga en la actuación disciplinaria será tratado con el 
respeto que le es debido a la dignidad humana.” “7. Igualdad. La autoridad disciplinaria 
debe hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación 
procesal.” En el preámbulo de nuestra Carta Suprema se menciona la igualdad que debe ser 
garantizada a todos los integrantes de la Nación. El artículo 13 precisa: “(…) El Estado 
promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados. (…)”. Más adelante se exige la igualdad entre 
las parejas y luego entre los trabajadores. También se habla de igualdad en materia de 
tierras. Lo mismo se predica del acceso a la cultura, al acceso del espectro 
electromagnético, en las elecciones populares, en la interacción con la función 
administrativa, en la celebración de tratados con otros países. El Código de Procedimiento 
Penal dice: “ARTÍCULO 4. Igualdad. Es obligación de los servidores judiciales hacer 
efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y 
proteger, especialmente, a aquellas personas que por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. ―El sexo, la raza, la 
condición social, la profesión, el origen nacional o familiar, la lengua, el credo religioso, 
la opinión política o filosófica, en ningún caso podrán ser utilizados dentro del proceso 
penal como elementos de discriminación.” “ARTÍCULO 8. Defensa. En desarrollo de la 
actuación, una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho, en plena 
igualdad respecto del órgano de persecución penal, en lo que aplica a: ―a) No ser 
obligado a declarar en contra de sí mismo ni en contra de su cónyuge, compañero 
permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de 
afinidad; ―b) No auto incriminarse ni incriminar a su cónyuge, compañero permanente o 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad; ―c) 
No se utilice el silencio en su contra; ―d) No se utilice en su contra el contenido de las 
conversaciones tendientes a lograr un acuerdo para la declaración de responsabilidad en 
cualquiera de sus formas o de un método alternativo de solución de conflictos, si no 
llegaren a perfeccionarse; ―e) Ser oído, asistido y representado por un abogado de 
confianza o nombrado por el Estado; ―f) Ser asistido gratuitamente por un traductor 
debidamente acreditado o reconocido por el juez, en el caso de no poder entender o 
expresarse en el idioma oficial; o de un intérprete en el evento de no poder percibir el 
idioma por los órganos de los sentidos o hacerse entender oralmente. Lo anterior no obsta 
para que pueda estar acompañado por uno designado por él; ―g) Tener comunicación 
privada con su defensor antes de comparecer frente a las autoridades; ―h) Conocer los 
cargos que le sean imputados, expresados en términos que sean comprensibles, con 
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indicación expresa de las circunstancias conocidas de modo, tiempo y lugar que los 
fundamentan; ―i) Disponer de tiempo razonable y de medios adecuados para la 
preparación de la defensa. De manera excepcional podrá solicitar las prórrogas 
debidamente justificadas y necesarias para la celebración de las audiencias a las que deba  
comparecer; ―j) Solicitar, conocer y controvertir las pruebas; ―k) Tener un juicio 
público, oral, contradictorio, concentrado, imparcial, con inmediación de las pruebas y sin  
dilaciones injustificadas, en el cual pueda, si así lo desea, por sí mismo o por conducto de 
su defensor, interrogar en audiencia a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia, 
de ser necesario aun por medios coercitivos, de testigos o peritos que puedan arrojar luz 
sobre los hechos objeto del debate; ―l) Renunciar a los derechos contemplados en los 
literales b) y k) siempre y cuando se trate de una manifestación libre, consciente, 
voluntaria y debidamente informada. En estos eventos requerirá siempre el asesoramiento 
de su abogado defensor.” Pasando al Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo recordemos: “(…) Las actuaciones administrativas se 
desarrollarán, especialmente, con arreglo a los principios del debido proceso, igualdad, 
imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, transparencia, 
publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad. (…)” Allí mismo se añade “(…) 
2. En virtud del principio de igualdad, las autoridades darán el mismo trato y protección a 
las personas e instituciones que intervengan en las actuaciones bajo su conocimiento. No 
obstante, serán objeto de trato y protección especial las personas que por su condición 
económica, física o mental se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta. (…)” 
“ARTÍCULO 53. Procedimientos y trámites administrativos a través de medios 
electrónicos. Los procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de 
medios electrónicos. Para garantizar la igualdad de acceso a la administración, la 
autoridad deberá asegurar mecanismos suficientes y adecuados de acceso gratuito a los 
medios electrónicos, o permitir el uso alternativo de otros procedimientos. ―En cuanto 
sean compatibles con la naturaleza de los procedimientos administrativos, se aplicarán las  
disposiciones de la Ley 527 de 1999 y las normas que la sustituyan, adicionen o 
modifiquen.” En materia de la jurisdicción contencioso administrativa se dice: “(…) En 
virtud del principio de igualdad, todo cambio de la jurisprudencia sobre el alcance y 
contenido de la norma, debe ser expresa y suficientemente explicado y motivado en la 
providencia que lo contenga. (…)” En el Código General del Proceso, tratándose de la 
audiencia inicial se dispone: “(…) El juez, por solicitud de alguna de las partes, podrá 
autorizar un tiempo superior para rendir las alegaciones, atendiendo las condiciones del 
caso y garantizando la igualdad. Contra la decisión que resuelva esta solicitud no procede 
recurso alguno. (…)” “(…) 3. Intervenciones. Las intervenciones de los sujetos procesales,  
no excederán de (20) minutos, salvo disposición en contrario. No obstante, el juez de oficio  
o por solicitud de alguna de las partes, podrá autorizar un tiempo superior, atendiendo las 
condiciones del caso y garantizando la igualdad. Contra esta decisión no procede recurso 
alguno.(…)” “Artículo 4°. Igualdad de las partes. El juez debe hacer uso de los poderes 
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que este código le otorga para lograr la igualdad real de las partes.” “Artículo 11. 
Interpretación de las normas procesales. Al interpretar la ley procesal el juez deberá tener 
en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos  
por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la interpretación de las normas del presente 
código deberán aclararse mediante la aplicación de los principios constitucionales y 
generales del derecho procesal garantizando en todo caso el debido proceso, el derecho de  
defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos constitucionales fundamentales. El 
juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades innecesarias.” El Código General 
Disciplinario dispone: “ARTÍCULO 7. Igualdad. Las autoridades disciplinarias deberán 
hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y 
proteger, especialmente, a aquellas personas que por su condición económica, física, 
mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. El sexo, la raza, color, la 
condición social, la profesión, el origen nacional o familiar o étnico, la lengua, el credo 
religioso, la orientación sexual, la identidad de género, la opinión política o filosófica, las 
creencias o prácticas culturales en ningún caso podrán ser utilizados dentro del proceso 
disciplinario como elementos de discriminación.” “ARTÍCULO 23. Garantía de la función 
pública. Con el fin de salvaguardar la moralidad pública, transparencia, objetividad, 
legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, 
neutralidad, eficacia y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o  
función, el sujeto disciplinable ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará las 
prohibiciones y acatará el régimen de inhabilidades, incompatibles, impedimentos y 
conflictos de intereses, establecidos en la Constitución Política y en las Leyes.” 
“ARTÍCULO 39. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido: (…) 22. 
Distinguir, excluir, restringir o preferir, con base en motivos de raza, color, linaje u origen 
nacional o étnico que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, o en 
cualquier otra de la vida pública. (ARTÍCULO 1, Convención Internacional sobre 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, aprobada en Colombia 
mediante la Ley 22 de 1981). (…)” El trato igual se predica también respecto de los 
funcionarios, quienes no son superiores sino servidores de las personas. Si ellas actina con 
soberbia o altivez o desprecio, violentan este principio. También en la JCC, los funcionarios 
interpretan las leyes a su favor. Por ejemplo, los términos son inflexibles para los 
evaluados, pero no para los funcionarios. Estos no observan algunas normas pero si 
exigente a los investigados la observancia estricta. Existe mucha evidencia que demuestra 
que en Colombia este principio es pura teoría.

Bogotá, octubre 10 de 2026.
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